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Pleno. Sentencia 186/1990, de 15 de noviembre. Cuestión de
inconstitucionalidad 1.914/1990. En relación con el
arto 790.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en la
redacción dada por la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de
diciembre. C.7

proceso contencioso·administrativo por sanción administra­
tiva. Invocación formal del derecho vulnerado. Vulneración
del derecho a la tipicidad del ilicito administrativo. Voto
particular. B. 7
Sala Primera. Sentencia 183/1990, de 15 de noviembre.
Recurso de amparo 477f1988. Contra Sentencia de la
Al)d~/:,n(;i? Prf.w¡tl('i'JI, d~ .l?~!,. r~vt)f'?to!';" ne la cli,:!~ct;} f)Qr

el Juz~ado de Instrucción núm. l de dicha ciudad en
procedImiento ora!, condenando al hoy recurrente como
autor de un delito de apropiación indebida. Plazos procesa­
les: Recurso de amparo extemporáneo. B.13

Pleno. Sentencia 184/1990. de 15 de noviembre. Cuestión de
inconstitucionalidad 1.419/1988. En relación con el arto 160
de la Ley General de Seguridad Social y de la Disposición
adicional décima, 2, de la Ley 30/1981, de 7 de julio. Votos
particulares. RI5

Pleno. SentenciaI85/1990,"de 15 de noviembre. Cuestión de
jnconstitucionalidad 91/l990, En reladón con el arto 240 de
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

- CA

don Angel Hernández, quien a partir de ese momento la acusa de dos
deli~s. _. . I

La Sentencia del Juzgado de Instrucción hizo caso omiso de este
; segundo aspecto, y absuelve a la señora Martín del delito de coaccioncs.

La Audiencia Provincial, en cambio, aunque confirma la Sentencia del
Juzgado de Instrucción en ese punto, condena a la hoy actora por una
falta de coacciones resultante de amenazar al testigo del juicio civil con
«darle dos bofetadas».

2. Entiende la demandante que la Sentencia impugooda viola el
arto 24.2 de la Constitución en dos de sus manifestaciones: infracción
del principio nul/a poena sine iudicio e infracción del principio de
presunción de inocencia.

Comienza su argumentación señalando que, aunque en el presente
caso ha existido un proceso, su objeto erl;l determinar si el cambio de
cerradura era un acto constitutivo de delito de coacciones. Sin embargo,
se le ha condenado por otro hecho: una supuesta amenaza a un testigo
de un juicio civil. Sobre este extremo no lle"garon nunca a abrirse
diligencias, no se ~mó declaración a nadie, no se realizó actividad de
investigación alguna, en definitiva, no existió proceso sobrc los hechos
supuestamente constitutivos de falta.

Como consecuencia de lo anterior, se ha condenado a la recurrente
sin prueba alguna. La presencia en el procedimiento de la persona a la
que supuestamente se amenazó no puede suponer una prueba, ya que se
trata precisamente de la otra parte, la presuntamente dañada.

Por todo lo anterior, concluye la demanda solicitando la nulidad de
la Sentencia impugnada.

3. Por providencia de 4 de julio de 1988 la Sección Primera de este
Tribunal puso de manifies~ la posible concurrencia de la causa de
inadmisión prevista por el apdo. 1 c) del arto 50 de la LOTC: carecer
la demanda de contenido constitucional.

4. El Fiscal, por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el l3 de
julio de 1988 informando en el trámite de admisión, señala que la
demanda manifiesta sólo su discrepancia respecto a la valoración de los
hechos llevada a cabo por el órgano sentenciador. Es, sin embargo,
perfectamente posible quc la actividad probatoria de cargo proceda de
la declaración de la persona amenazada. Ha existido, pues, actividad
probatoria de cargo.

Por otra parte, la recurrente pudo realizar las aleg..1ciones que estimó
conveniente en el juicio oral. En el proceso de la Ley Orgánica 10/1980
la acusación se ha formulado no sólo por el delito de coacciones, sino
también por el de amenazas, al ser la autora la misma y originarse este
último como consecuencia del primero. En consecuencia, se han
cumplido todas las garantías del proceso.
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Pleno. Sentencia 17911990, de 15 de noviembre. Conflicto
positivo de competencia 423/1985. Promovido por la Junta
de Galicia contra la omisión,.par parte del Gobierno de la
Nación, del Real Decreto de transferencias o tr2$¡:'3s0S d~ las
funciones, servicios y medios materiales y financieros en
materia de investigación oceaflográfica. A16

Sala Primera. Sentencia 180j19';ú, Se i5 u¡; no~·icmb;e.

Recurso de amparo 86/1988. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Málaga (condenatoria del recurrente como
autor de diversos delitos) y de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo, desestimatoria esta ultima del recurso de casación
interpuesto contra la primera. Vulneración del derecho a la
tutela¡'udicial efectiva al privársele al condenado en instan­
cia de recurso de casación. 8.2

Sala Primera. Sentencia 181/1990, de 15 de noviembre.
Recurso de amparo 426/1988. Contra Decreto del Alcalde de
Callosa de Se$ura ordenando la cesación de la actividad de
vídeo'comumtario, confirmado sucesivamente por resolu­
cionesdela Audiencia TeiTitorialde Valencia y del Tribunal
Supremo. Supuesta' vulneración' del derecho a expresar y
difundir libremente ideas y opiniones: Límites de los dere­
chos fundamentales. . B.5

Sala Primera. Sentencia 182/1990, de 15 de noviembre.
R~curso de amparo 437/1988. Contra Sentencia de la Sala
Especial de Revisión del Tribunal Supremo, dictada en

la siguiente

En el recurso de amparo numo 949/88, interpuesto por el Procurador
de los Tribunales don Julio Antonio Tinaquero Herrero, en nombre y
representación de doña Angela Martín Martín, asistida del Letrado don
Valeriana Hernández. Han comparecido el Ministerio Fiscal y
don Angel Rodríguez, representado por el procurador de los Tribunales
don Carlos Navarro Gutiérrez y asistido por el Letrado don Agustín
Bocanegra Menéndez. Ha sido Ponente el Magistrado don José Gabal­
dón López, quien expresa el parecer de la Sala.

2

1. Antecedentes

l. Don Julio AntonioTinaquero Herrero, en nombre y representa­
ción de doña Angela Martín Martín, por escrito que tuvo entrada en este
Tribunal él 24 de mayo de 1988, interpone recurso de amparo contra
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Zamora de 4 de mayo
de 1988.

La petición de amparo se basa en los siguientes hechos. En 1986 la
recurrente fue denunciada por determinados hechos, consistentes en el
cambio de cerradura de una vivicnda vacía perteneciente a una herencia
indivisa. Dicha denuncia fue realizada por otro coheredero, don Angel
Hernández.

Simultáneamente se interpuso por la misma persona un interdicto de
recuperación de posesión. pendiente de resolución por, la cuestión
prejudicial sustanciada en el proceso penal. Citado un testigo en dicho
juicio y cncontrándose con la hoy recurrente, mantuvieron una conver­
sación, como resultado de la cual fue también denunciada aquélla por

SENTENCIA

29349 Sala Segunda, Sentencia 17311990, de 12 de noviembre.
Recurso de amparo 94911988. Contra Sentencia de la
Audiencia Provh1ctal de Zamora Que condena a la aclara
por una falta de coacciones. Supuesta vulneración de los
derechos a un proceso con todas las garant(as ya· la
presunción de inocencia.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don Eugenio Diaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, ~agistrados, ha pronunciado



Lunes 3 diciembre 1990

IJIILJL

BOE núm. 289. Suplemento

5. La representación de la recurrente, por escrito de 16 de julio
de 1988, realizó sus alegaciones en dicho trámite, reproduciendo de
manera resumida los argumentos de su demanda.

6. Por proviqencia .de 26 de septiembre de 1988, la Sección
admitió a trámite la demanda, acordando, de conformidad con el
arto 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), requerir
al Juzgado de Instrucción núm. I de Zamora para que remitiera
certificación. de las actuaciones judiciales relativas al proceso espe­
cial 51/87 y para que emplazara a Quienes hubiesen sido parte en las
mismas, a excepción de la recurrente en amparo, a fin de que pudiesen
comparecer en este proceso constitucional. Se acordó también requerir
a la Audiencia Provmcial de zamora para que remitiera certificacIón o
copia de las actuaciones correspondientes al rollo de apelación 70/87.

7. Por escrito 'que tuvo entrada en este Tribunal el 25 de noviem­
bre de 198,8. don Carlos Navarro Gutiérrez, en nombre y representación
de don Angel Hernández Rodríguez, se persona como demandado en el
recurso de amparo.

y al~ que el relato expuesto por la deplanda de amparo no se ajusta
a la realidad. Tras una larga exposición de antecedentes que en nada
afectan a la petición de amparo, se señala que existieron dos acciones
penales distintas: por las supuestas coacciones derivadas del" hecho de
cambiar una cerradura en una propiedad indivisa y las derivadas dejas
amenazas vertidas contra el marido de unatestito de la causa interdietal
paralela a la~naI.Estas,últimas fueron puestas,en conocimiento del
órpno judiCial, solicitando. que, se uniera al proceso penal el aeta
notarial donde constaban las declaraciones de la ,persooaamenazada
como distinto supuesto de delito.

Realizada la anterior precisión, entiende el demandado que la queja
sobre la falta de garantias en el proceso deberla haberse realizado en la
apelación, .sin que así se hiciese.

En cuanto al fondo, se señala que se han respetado todas las garantías
procesales; las amenazas fueron IDcorporadas a la causa, ratificándose
quien las recibió ante el órgano judicial.

Por 10 que respecta a la de violación del derecho a la presunción de
inocencia, señala que ha existido prueba de cargo suficiente llevada a
cabo en la vista oral. -

Por lo que respecta a las consideraciones de la demanda en tomo a
la posición del testigo sobre el que se vertieron las amenazas, indica que
nada tiene que ver en el problema civil que está en la base de las
actuaciones penales.

Concluyen las alegaciones solicitando Q.ue se declare la inadmisión
del recurso y, en tod,o caso, su desestimaCIón considerando el recurso
improcedente y temerario, e imponiendo la correspondiente sanción con
expresa condena en costas. •

8. La representación de la recurrente, por escrito que tuvo su
entrada en este Tribunal el J2 de enero de 1989, realiza sus alegaciones.
Comienza realizando unas largas precisiones sobre los antecedentes de
hecho del asunto que viene a coincidir con lo expuesto en su día en la
demanda.

Por 10 que respecta'a la supuesta. falta de invocación de los derechos
vulnerados, indica que ésta se realizó tan pronto como hubo ocasión
para ello, esto es, después de dictarse la Sentencia de apelación causante
de las lesiones denunciadas. Entrando en el fondo del asunto reproduce
los argumentos de la demanda. Insiste, en especial, en que nI por la
acusación ni por el órgano judicial se ha desarrollado actividad alguna
tendente a averiguar nada sobre la denuncia de supuesta amenaza,
inactividad que no puede perjudicar a la acusada. Concluye solicitando
Que se otorgue el amparo solicitado y se declare la nulidad de la
Sentencia .recurrida. . _

9. La representación del demandado realiza sus alegaciones por
escrito que tuvo entrada el 12 de febrero de 1989 en este Tribunal. En
dicho escrito se reproduce, básicamente, la argumentación que en
defensa de sus PQsiciones expuso en su escrito de personación.

1O~ El Ministerio Fiscal, por escrito que tuvo, entrada en este
Tribunal el 20 de enero de 1990, realiza alegaciones que pueden
resumirse como sigue. .

Según reiterada doctrina constitucional, la declaración del denun­
ciante realizada en juicio oral es un medio de prueba cuya valoración
corresponde en exclusiva al órgano judicial.

Por lo que respecta a la denuncia de haber sido condenada por un
hecho distinto al que era objeto de enjuiciamiento, aun aceptando
dialécticamente como realidad este planteamiento, la queja carece de
relevancia constitucional. La recurrente no anuda a ello vulneración
al¡una de derechos y reconoce haber tenido conocimiento en todo
momento de la doble acusación, habiéndose defendido a lo largo de toda
la causa. Ninguna queja al respecto manifestó durante el transcurso de
ésta.

Por otra parte, no existe contradicción .ni prohibición alguna en la
L.E.Crim. que impida conocer en una misma causa de varias infraccio­
nes delictivas distintas contra el mismo acusado, siempre que guarden
relación entre sí o analogía. La interpretación al respecto del art. 17.5
de la citada L.E.Crim. pertenece al campo de la legalidad ordinaria sin

.u
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que en el presente caso se haya realizado oposición alguna en el
procedimiento penal por parte de la actora. Además, las amenazas ya
fueron enjuiciadas por el órgano de instancia, por lo que estuvieron
presentes en la causa desde su inicio.

Respecto de la segunda denuncia, de vulneración de derechos, ha
existido actividad probatoria de cargo que ha sido objeto de contradic­
ción en el juicio oral y ha sido libremente valorada por el luez.

Concluye el Ministerio Fiscal solicitando que se deniegue el amparo
solicitado.

11. Por providencia de 27 de septiembre de 1990 se acordó
señalar el día 29 de octubre para la deliberación y votación del presente
recurso, quedando concluso con esta fecha. .

n. Fundamentos ¡urldlcos

1. La representación de don Angel Hernández Rodriguez, perso-"
nado en el recurso de amparo, formula una excepción que afecta a las
causas mismas de admisibilidad de la demanda; por eUo procede
comenzar dando respuesta a esa objeción. Se señala que las quejas de la
recurrente, en especial las referidas a no haber tenido un proceso con
todas las garantías. no se han formulado tan pronto como hubo ocasión
para ello, vulnenl,ndose así el arto 44.1 e) de la LOTC..

No puede prosperar ·esta excepción. Con independencia de la
impOrtancia queel10 deba tener para la resolución del fondo del asunto,
es cierto qUé la recurrente tuvo conocimiento durante la tramitacÍón de
la causa penal de que en ésta se estaban enjuiciando dos conductas
distintas: la acusación de coacciones imputada por el hecho de manipu­
lar una cerradura de una vivienda perteneciente a herencia, indivisa y la
fonnulada por amenazas a un posible testigo en la causa civil que
p,aralelamente se.seguía en relación con la citada: vivienda. Y no consta
Que la recurrente manifestara objeción alauna en dicho proceso. Tam­
biénes Cierto que en caso de existir lesión constitucional sólo se habría
visto consumada por la condena penal, dado Q,ue en la instancia la
recurrente fue· absuelta. Por ello no resulta exigible, a los efectos del
arto 44.1 c) de la LOTe la fonnalización de la queja en la apelación,
porque la posible lesión constitucional sólo se habría originado como
consecuencia de la condena dictada en la segunda instancia.

2. En cuanto al fondo de este recurso~ son dos las lesiones
denunciadas por la recurrente: no haber tenido un proceso con todas las
garantías y haberse vulnerado su' derecho a la presunción de inocencia.

En cuanto a la primera, hay que comenzar indicando que en la
demanda de amparo parecía imputarse el haber sido condenado por un
hecho respecto del cual no se había seguido causa alauna; sin embargo,
en el posterior escrito de alegaciones se da un cierto giro al plantea­
miento haciendo hincapié, más bien, en que no se hubiese practicado
dili~encia alguna sobre el hecho imputado y calificado posteriormente
de Ilícito: o sea, las amenazas a una persona. para evitar que él o su
esposa comparecieran como testigos en la causa civil.

La demanda no puede prosperar ~or este motivo. A la vista de las
actuaciones resulta plenamente acreditado que en la causa penal en la
que se dictó la Sentencia recurrida y en ambas instancias, se enjuiciaron
tanto los hechos referidos al cambio de cerradura como las amenazas
proferidas contra el testigo. Tal y. como señala el Ministerio Fiscal. el
art. 17.5 de la L.E.Crim.permite- calificar los hechos como conexos y,
en consecuencia, enjuiciarlos en la misma causa, puesto que se imputa­
ban a una misma persona y guardaban analogía y relación entre sí.
Además, aunque la causa penal se inició como consecuencia de la
manipulación de la cerradura, posteriormente se puso a disposición del
Juzgado por el denunciante el Acta notarial con'la declaración de quien
había sufrido las amenazas, incorporándose el escrito correspondiente y
la citada Acta a: las actuaciones. Y, sobre todo, tanto en el escrito de
acusación del Fiscal como en el del acusador particular (folios 80 y 83
de las actuaciones) se hace referencia a las citadas amenazas, solicitando
su calificación. A partir de este momento. la ahora demandante tuvo
pleno conocimiento de la doble acusación contra ella dirigida '1 pudo
articular su defensa sin traba alguna por parte de los órganos judiciales.
A este respecto sí tiene relevancia la inexistencia de Q.ueja ni en la
instancia ni en la apelación, donde se aceptaron los térmmos en que el
debate procesal habia quedado planteado. De lo expuesto cabe deducir
que no existió vulneraCión de las garantías del proceso en general ni del
principio acusatorio en particular. La suficiencia o procedencia de las
diligencias llevadas a cabo es una cuestión que corresponde valorar al
órgano judicial y que, a la postre, repercutirá en su caso sobre la
existenCia y suficiencia de la prueba. '

3. La segunda queja de inconstitucionalidad radica en la vulnera­
ción del arto 24.2 de la Constitución, por entender que no ha existido
prueba que desvirtúe el principio de presunción de inocencia. La
demanda se basa en Que la declaración de la víctima de las amenazas no
podía servir a tal efecto. Sin embargo, la cuestión ha sido abordada en
reiteradas ocasiones por este Tribunal, por lo que no cabe sino repetir
lo ya dicho: las declaraciones de la víctima o perjudicado por el ilícito
tienen valor de prueba testifical siempre Que esas declaraciones se llevan
a cabo con las debidas garantías (STC 201/1989, AATC 937/1986,
1.023/1986,208/1987,335/1987,344/1987 Y 961/1987). Y lo que no
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FALLO

b) Habiendo tenido noticia de la Sentencia condenatoria, EXGA­
TESA pudo llegar a apelar la referida Sentencia, alegando ante la
Audiencia Territorial la vulneración del arto 24 de la CE. por la
Sentencia apelada, dado que' al no haber sido emplazada debidamente
no llegó a tener conocimiento de la demanda, causándosele, por tanto,
indefensión.

La Sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de La
Coruña que se imp~na, desestimó, sin embargo, el recurso al conside­
rarse Que el domicilio de EXGATESA es el del lugar en el que fue'
emplazada. basándose para ello en que en ese lugar se realizaban todas
las actividades de dirección y administración. tal corno se acredita por
el contenido de la diligencia de emplazamiento por los albaranes de
envío de mercancía y por la declaración de la persona que en las
dependencias de dicho domicilio actuaba como Gerente o Administra­
dor de la ·Entid:ad mercantil demandada.

3. Alega la representación actora que la Entidad mercanti! fue
inicialmente empla¡ada en un domicilio que no se correspondía 01 con
el domicilio social legal que consta en el Registro Mercantil, ni con el
que. por mutuo acuerdo de las partes, se fijó en el contrato cuyo
cumplimiento dio lugar con posterioridad a la demanda en reclamación
de cantidad, siendo finalmente emplazada por medio de edicto publi­
cado en el ~<Boletín Oficial de la Provincia de La COruñID). de todo lo
cual no llegó a 'tener conocimiento alguno.

Alegada en el recurso de apelación la indeiensión Que le ha­
provocado a EXGATESA la Sentencia ahora impugnada. ésta, sin hacer
referencia alguna al domicilio electivo fijado en el contrato, estimó que
el domicilio social legal es un domicilio .ficticio. y se basó en .Ia
declaración de un testigo y en los albaranes que redactara el propio
demandante para considerar como domicilio de EXGATESA el lugar en
el que fue emplazada. desestimando el recurso y confirmando la
Sentencia de instancia, que condenó a dicha Entidad a pagar al
demandante la cantidad de 2.136.050.90 pesetas. con sus intereses
legales desde la interpelación judicial.

La recurrente en amparo solicitó de este Tribunal declare la nulidad
de las Sentencias de la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia
Territorial de La Coruña de 17 de mayo de 1988, y del Juzgado de
Instancia num. 2 de los de La Coruña. de 5 de enero de 1985 (recaída
en los autos del juicio declarativo ordinario de mayor cuantía num.
302/81). asi como del juicio de conciliación previo. num. 37/81.
celebrado ante el Juzgado de Distrito núm. 2 de la misma localidad.
retrotrayéndose todas las actuaciones al momento procesal anterior al de
la citación de la recurrente para la celebración del acto de conciliación
señalado.

Mediante, otrosí. al amparo de lo dispuesto en el art. 56.1 de la
LOTe, se solicitó la suspensión de la ejecución de la Sentencia recurrida.

4. Por providencia de 12 de septiembre de 1988 de la Sección
Primera de este Tribunal. se acordó admitir a trámite la demanda de
amparo, adoptando las medidas dispuestas en el arto 51 de la LOTC

Recibidas las actuaciones por nueva providencia de 31 de octubre de
1988, la Sección acordó dar vista de las mismas a la parte recurrente y
al Ministerio Fiscal para que. en el plazo común de veinte días, pudieran
presentar las alegaciones Que estimaran pertinentes. confonne determina
el art. 52.1 de la LOTe.

5. La representación actora, en escnto presentado el 21 de noviem­
bre SigUiente, maOlfesto que de las actuaciones JudiCIales se desprende
con absoluta c1andad que la acción ejerCitada por el demandante trae
causa del contrato de compraventa en el que se fijó como dornictlio de
la compradora -y ahora demandante de amparo- la población de
Teijeiro. lugar en donde se encuentra la actividad negocial de la
Empresa, siendo en ese domicilio donde fueron efectivamente entrega­
das las mercaderías comprometidas, tal como consta en los albaranes de
entrega. todos ellos fechados en Teijeiro y las reiteradas declaraciones de
los testigos presentados por la parte actora empleados de ésta. Conse­
cuentemente, de acuerdo con sus propias argumentaciones, a la actora
le constaba con total claridad que existía personal de EXGATESA en

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Dada en Madrid. a doce de noviembre de mil novecientos
noventa.-Francisco Rubio L1orente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel
Rodriguez~Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Jose Gabaldón López.-Firmados y
rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 17411990. de 12 de noviembre.
Recurso de amparo 1.058188. Contra Sentencia de la Sala
de lo Civil de la Audiencia Territorial de La Coruña,
confirmatoria de la de Juzgado de Primera Instancia núm.
2 de la misma ciudad. recaidas en autos de juicio declara­
tivo' ordinario de mayor cuantfa. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: Emplazamientoedictal
no cau~ante de indefensión.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orente, Presidente; don Eugenio Diaz Eimil, don
Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

1. ~ntecedentes

l. El 8 de junio de 1988, don Gabriel Sánchez Malingre, Procura­
dor de los Tribunales y la Compañía mercantil «Explotaciones Ganade­
ras de Teijeiro, Sociedad Anónima) (EXGATESA), presentó en este
Tribunal un escrito interponiendo recurso de amparo contra la Senten­
cia de la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial de La
Coruña. de 17 de mayo de 1988, que, recaída en recurso de apelación
numo 342/85, confirmó la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 2 de los de La Coruña de 5 de enero de 1985 en autos
de juicio declarativo ordinario de mayor cuantía. invocando la vulnera­
ción del derecho fundamental que garantiza el arto 24.1 de la CE.. en
cuanto que dicha Entidad mercantil no fue emplazada debidamente,
tanto en la primera instancia del proceso como en el acto previo de
conciliación.

2. Los hechos de los que causa la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

a) Celebrado un contrato entre don Ramón Novoa Cisneros y la
Entidad EXGATESA. en el que, por mutuo acuerdo de las partes, y para
todos los efectos del cumplimiento del mismo, se fijó como domicilio
(electivo) de la ahora recurrente en amparo el de Teljeiro (La Coruña),
por ser el lugar en el que tiene lugar la explotación del negocio social,
EXGATESA fue posteriormente demandada por don Ramón Novoa
Cisneros en reclamación de cantidad, fijándose como domicilio de la
Entidad demandada, y siendo en el emplazada un lugar que no se
correspondía con el domicilio social legal que consta en el Registro
Mercantil.

El emplazamiento en el domicilio señalado en la demanda -lugar en
el que en su día existió una pequeña oficina, pero que con mucha
anterioridad a la demanda había sido cerrada-, al no surtir los efectos
pertinentes provocó que el demandante solicitara el emplazamiento por
el procedimiento edictal que, por acuerdo del Juzgado se llevó a cabo sin
que EXGATESAllegara atener conocimiento del mismo. Declarada en
rebeldía, el Juzgado estimó la demanda y la condenó al cumplimiento
de 1,0 solicitado en el suplico de dicha demanda.

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.058/88, promovido por la Sociedad
mercantil «Explotaciones Ganaderas de Tejeiro, Sociedad Anónima»
(EXGATESA), representada y defendida por el Procurador don Gabriel
Sánchez .Malin$re, respecto de la Sentencia de la Sala Segunda de lo
Civil de la Audiencia Territorial de La Coruña, de 17 de mayo de 1988.
Que, recaída en recurso de apelación núm. 342/85, confinnó la dictada
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de los de La Coruña, de 5
de enero de 1985, en autos de juicio declarativo ordinario de mayor
cuantía. Ha comparecido el MlOisterio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el parecer de
la Sala.

consta es que tales garantías faltasen, puesto que la referida declaración
tuvo lugar durante el juicio oral, celebrado regularmente.

La persona contra la Que se dirigieron las amenazas no sólo dejó
constancia de ello ante Notario, sino que, además, compareció en el
juicio oral, ratificándose en su declaración, según consta en el acta
correspondiente. En consecuencia, dicha declaración constituye prueba
a los efectos del arto 24.2 de la Norma Fundamental. Su valoración
compete, pues, exclusivamente a los órganos judiciales sin que este
Tribunal pueda corregir la decisión por éstos adoptada.

En resumen, existió acusación y juicio en las dos instancias respecto
. de ambos hechos. Se absolvió por el primero y se condenó por falta

respecto del segundo, practicándose y apreciándose por el Tribunal la
prueba, aunque ésta consistiese solamente en la declaración del sujeto
pasivo de las amenazas. Procede, por lo tanto, desestimar el recurso.


